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INTRODUCCIÓN



En el comercio internacional uno de los temas de mayor relevancia para los agentes del mercado es la incorporación de mecanismos contractuales que les brinden seguridad y garantía suficiente de que su contraparte cumplirá lo prometido. Lo anterior, porque los contratos en el mercado de la actualidad presentan comúnmente elementos que los hacen diferentes de aquellos locales o nacionales. En particular, la celebración de acuerdos entre agentes ubicados en diferentes Estados genera un alto grado de incertidumbre entre esos agentes, principalmente por el desconocimiento imperante acerca de la capacidad o disposición de la contraparte para cumplir con lo acordado.


En el caso de la compraventa internacional, por ejemplo, encontramos en el vendedor y en el comprador agentes comerciales extraños o respecto de los cuales, del uno o del otro, en buena parte de los casos no existe conocimiento mutuo o previo que les permita determinar con claridad su capacidad/intención de cumplimiento al contratar. Igualmente, la ejecución de cualquier contrato de compraventa internacional de mercaderías depende de la participación de diversos agentes comerciales (transportador, operador logístico, asegurador, organizaciones estatales, entre otros), lo que genera mayores riesgos para las partes en dicho contrato, exponiéndolas a un alto grado de incertidumbre sobre el cumplimiento de las obligaciones y/o la satisfacción de sus intereses.


Por otra parte, en el caso de los contratos de obra, suministro y servicios, particularmente aquellos relacionados con la construcción y operación de grandes obras de infraestructura, los largos periodos de ejecución de estos contratos, así como las sumas que se pagan para la obtención de bienes y servicios, hacen que el grado de exposición al riesgo sea mucho mayor que aquellos contratos de ejecución instantánea y aquellos donde las cuantías en juego son mucho menores. Así, en el caso del contrato de obra normalmente el empleador de las obras (contratante) se ve obligado a desembolsar grandes sumas de dinero como anticipo para el desarrollo de las obras, por lo que el riesgo financiero que asume ante el incumplimiento por parte del contratista/constructor es alto.


Por tanto, los contratos internacionales son operaciones, en la gran mayoría de casos, más complicadas que las operaciones locales. Esto se debe principalmente a


i. Desconocimiento mutuo de las partes.


ii. El tiempo de duración del contrato y la multiplicidad de agentes involucrados en estos.


iii. El desconocimiento acerca de la suficiencia financiera de las partes involucradas para asumir compromisos de largo plazo.


iv. Los posibles percances que se puedan sufrir durante la ejecución de los contratos y la ocurrencia de eventos no previstos.


v. Los requerimientos normativos y las diferencias legales existentes en cada uno de los países donde se deben ejecutar las prestaciones del contrato.


Teniendo en cuenta lo anterior, los comerciantes, desde hace ya varios siglos, han venido estructurando e implementando instrumentos contractuales que protejan de manera adecuada los intereses de las partes en el mundo del comercio internacional. En ese contexto surgió el crédito documentario, primero, en la forma de un medio de pago propio para las operaciones de comercio internacional (aunque también nacional) en lo que se denomina comúnmente por el mercado como carta de crédito comercial; segundo, como garantía de cumplimiento de las obligaciones en lo que denominamos normalmente como garantías o cartas de crédito contingentes o stand-by.


La primera, la carta de crédito comercial es concebida como un instrumento que formaliza el acuerdo en virtud del cual un banco, actuando a solicitud de un comprador (importador) y de conformidad con sus instrucciones que le ha entregado, se compromete a efectuar el pago a un vendedor (exportador) contra la presentación de una serie de documentos exigidos por el comprador dentro de un tiempo límite especificado en el instrumento, siempre y cuando se hayan cumplido los términos y condiciones previstos en el crédito. Son instrumentos de gran utilidad tanto para vendedores como para compradores al punto que se les considera como la “sangre que da vida al comercio internacional”. Con ellas el comprador tendrá la seguridad de que se despachará efectivamente la mercadería que ha solicitado, garantizándose también que ha sido entregada en el momento y lugar acordados por las partes; mientras que el vendedor se beneficia del instrumento financiero, ya que es el banco emisor quien establece el compromiso de pago, con independencia del comprador, en la forma determinada en el instrumento financiero.


Por su parte, una carta de crédito/garantía stand-by es una especie de crédito documentario por medio del cual el banco emisor, obrando por cuenta propia o a petición de un cliente, denominado ordenante, y de conformidad con sus instrucciones, se obliga a realizar un pago o a autorizar a otro banco de hacerlo a un tercero, denominado beneficiario, contra la presentación de documentos que den cuenta del incumplimiento por parte ordenante dentro de una relación subyacente con el fin de asegurar o garantizar el pago al beneficiario. Con este instrumento se garantiza por un tercero el pago de una suma de dinero ante el incumplimiento del contrato subyacente. El tercero, entendido como una institución financiera que goza de independencia, solvencia y supervisión continua de un Estado, elementos que le garantizan a la víctima del incumplimiento el pago de una indemnización que permita satisfacer su interés o acreencia en el contrato subyacente.


El presente trabajo tiene como propósito fundamental analizar ambos instrumentos (cartas de crédito comerciales y garantías stand-by), la manera cómo operan en el comercio de la actualidad; la reglamentación que acompaña su uso; la estructura misma de dichas operaciones; los diferentes tipos que de estos instrumentos se han desarrollado en los mercados internacionales, y las hipótesis de incumplimiento de las obligaciones que, con mayor frecuencia, se presentan en su implementación.


Para el efecto, hemos dividido este trabajo en tres partes. La primera (capítulo primero) dedicada al análisis del crédito documentario y las cartas de crédito comerciales, en los que se analizan, entre otras cosas, su origen histórico, naturaleza jurídica y las normas que, desde la perspectiva local hasta internacional, se han venido desarrollando para regular estos instrumentos. La segunda (capítulo segundo) está dedicada exclusivamente a las garantías stand-by, su operatividad, régimen jurídico y las vicisitudes que se presentan en su aplicación. Finalmente, en la tercera (capítulo tercero) hacemos un breve análisis del blockchain y las tecnologías de registro distribuido y su impacto en el crédito documentario.


De esta manera, queremos desarrollar, de forma comprensible, el extenso conjunto de conceptos y temas que rodean la aplicación global del crédito documentario, así como las normas que regulan en la perspectiva local e internacional estos instrumentos; conceptos que consideramos de conocimiento obligatorio para el desarrollo académico y profesional de todos aquellos que debemos afrontar los retos que supone el nuevo contexto global en el que vivimos.


Este escrito constituye un aporte a la labor de investigación académica promovida por la Universidad Externado de Colombia, como parte del trabajo realizado al interior del Departamento de Derecho Civil y al Departamento de Derecho Comercial de esta casa de estudios.





CAPÍTULO PRIMERO



EL CRÉDITO DOCUMENTARIO Y LAS CARTAS DE CRÉDITO


En este primer capítulo nos detendremos a realizar un recorrido por el crédito documentario y las cartas de crédito, partiendo de un estudio de su origen y evolución, luego se explica cuál es su importancia y utilidad actual en los mercados financieros y comerciales internacionales. De ahí que sea pertinente analizar su concepto y naturaleza jurídica. Posteriormente, se lleva a cabo una descripción de la operación, se analizan los distintos tipos de cartas de crédito, cuáles son sus principios y cuál es el régimen jurídico aplicable a estos instrumentos.


Después de esta primera parte, se expondrán cuáles son las partes de la operación, sus obligaciones y responsabilidades, lo cual nos lleva obligatoriamente a analizar, en último lugar, cuál es el contenido del instrumento y una serie de vicisitudes dentro de las que se encuentran la excepción de fraude, la cesión de producto y transferencia del crédito, así como los llamados indemnity agreements.



ORIGEN Y EVOLUCIÓN



Antes de explicar detalladamente cuál es la utilidad del crédito documentario y las cartas de crédito en el comercio de la actualidad y en qué consisten, resulta necesario analizar las dinámicas comerciales que dieron lugar al surgimiento de estos instrumentos y las necesidades o problemáticas que pretenden satisfacerse y solucionar. Así las cosas, iniciaremos con una aproximación a su origen y evolución en el comercio internacional.


El origen de las cartas de crédito es un tema aún no resuelto1. R. J. Trimble, por ejemplo, encuentra su origen en el antiguo Egipto2, donde se han hallado tablas de piedra en las que se muestra la estructura básica de una carta de crédito utilizada para financiar el comercio3. No obstante, la doctrina más especializada encuentra su origen más remoto en la Edad Media4-5 en la denominada carta personal de crédito o carta de crédito de viajero6-7. Se trataba de un documento que incorporaba la obligación a cargo de un comerciante que consistía en entregar a su cliente la cantidad acordada y plasmada en la carta en las cuentas que el primero tenía en otras plazas8. El corresponsal en la plaza extranjera debía desembolsar al cliente la suma estipulada en la carta contra su presentación9. De ahí su principal utilidad: el documento podía ser convertido fácilmente en efectivo en distintas plazas, lo cual fomentó el desplazamiento de comerciantes. Sin embargo, esta carta de crédito de viajero no tenía ninguna relación directa con una operación de compraventa: simplemente era una “carta de solvencia mediante la cual un comerciante acreditaba a su cliente frente a otro comerciante en el extranjero”10.


En su forma moderna, para el siglo XVII11, en Italia e Inglaterra los comerciantes transformaron su operación con el propósito de crear una serie de bancos que les facilitaran la realización de determinados negocios de carácter comercial, denominados bancos de mercaderes (Merchant Bankers12)13. Estas instituciones se encargaban de prestar su crédito a otros comerciantes, ya sea mediante la compra de letras libradas por exportadores extranjeros a cargo de importadores14, o libradas por exportadores15 y a cargo de importadores de otros países16. Estos bancos, que se encuentran en el domicilio del importador, se comprometían frente a un vendedor al pago de los recursos debidos, en lugar del comprador17. Así, los bancos se convirtieron en una figura complementaria/intermediaria entre importadores y exportadores, lo cual brindaba confianza a transacciones que carecían de ella18-19.


Más adelante, el crédito documentario y las cartas de crédito, en su forma moderna, parecen consolidarse en Inglaterra a mediados del siglo XIX20 para atender específicamente las dificultades en el pago y envío de mercancías, así como garantizar el pago de transacciones entre partes contractuales que se encuentren en distintas plazas, sean de carácter nacional o, la más de las veces, internacional21. Este tipo de carta de crédito fue utilizada como fundamento de financiación y como medio de pago de las compraventas internacionales.


Así, fueron los comerciantes y luego los baqueros los que desarrollaron lo que hoy se entiende por carta de crédito22, función que actualmente desarrollan los bancos exclusivamente, pues son quienes reúnen las mejores condiciones para garantizar que la labor de intermediación, que involucra la figura, satisfaga las necesidades los comerciantes23. Lo anterior, teniendo en cuenta que


(i) Tienen los conocimientos necesarios para llevar a cabo la operación.


(ii) Guardan independencia frente a la relación subyacente.


(iii) Están regulados por los Estados para proteger la confianza y garantizar su solvencia24.


Ahora bien, luego de la Primera Guerra Mundial25, los mercados europeos se abrieron al exterior, buscando nuevos socios comerciales, lo cual llevó a los exportadores e importadores a ejecutar operaciones, con pares ubicados en regiones y países, desconocidas desde el punto de vista comercial hasta jurídico26. Esta circunstancia incrementó la necesidad de contar con mecanismos que generaran seguridad jurídica al comercio internacional27, por lo que las partes buscaron trasladar el riesgo a bancos internacionales que tuvieran un mejor conocimiento de las contrapartes contractuales y del régimen jurídico en que estas se desenvolvían.


Para el siglo XX, se hizo forzoso en el comercio internacional un mecanismo que garantizara al vendedor que, luego de haber despachado la mercancía, obtendría el pago del precio convenido. Rodner indica que “el mecanismo que se desarrolló fue que el exportador tuviere que acudir a un banco comercial de su localidad y comprobarle a dicho banco que en realidad la exportación se había realizado”28. Así las cosas, como lo señala Kozolchyk29, las cartas de crédito surgieron como respuesta a la intensa competencia existente entre las fábricas, lo que llevó a que se incrementara la aceptación de promesas contra la entrega/embarque de productos. Lo anterior, aunado a la especialización del sistema financiero permitió que florecieran este tipo de instrumentos. El mencionado autor de hecho se refiere a los testimonios rendidos en el caso Vietor v. National City Bank (200 App.Div.557 at 572, 193 NYS 868 at 878-879, 1922) en los que se indicaba que el banco más importante del país había emitido alrededor de cien millones de dólares en cartas de crédito durante el periodo comprendido entre 1870 y 1913[30]. El aumento significativo de fabricantes y sus relaciones comerciales con comerciantes extranjeros, así como la especialización de las actividades y operación de las instituciones financieras de la época, incluido el avance en materia tecnológica (telegrama para la época), facilitaron sustancialmente el desarrollo de las cartas de crédito31.


En su forma actual, el crédito documentario responde a las vicisitudes propias del comercio internacional. En efecto, el comercio internacional se ha visto siempre expuesto a una serie de riesgos que imponen a los comerciantes la necesidad de implementar mecanismos contractuales que los doten de seguridad, en especial, de una garantía de cumplimiento de su contraparte. La ubicación de las partes en diferentes Estados genera un alto grado de incertidumbre que debe ser resuelto para lograr la mayor eficiencia de los intercambios globales32. Así, las partes se encuentran sometidas a riesgos, como el desconocimiento recíproco a propósito de sus condiciones de solvencia, régimen jurídico, costumbres e incluso probidad.


El contrato internacional33 de la actualidad se caracteriza por el traslado de mercaderías, recursos o servicios de un país a otro: del país del vendedor o proveedor al país del comprador o receptor. De ahí que la probabilidad de que las partes no hayan tenido una relación contractual o un contacto de cualquier tipo sea considerable34. Tal vez el caso paradigmático, en este escenario, es la compraventa internacional, que involucra riesgos de transporte y de contraparte, toda vez que no hay una simultaneidad en el cumplimiento de las prestaciones a cargo de las partes. Esta situación genera que ambas partes, comprador y vendedor, se encuentren ante una incertidumbre y desconfianza que pueden elevar los costos de transacción y crear obstáculos o dificultades al intercambio de bienes y servicios.


En efecto, los costos para recolectar información, para la verificación o examen de mercaderías, así como la facilidad para comunicarse, las costumbres o tradiciones, son factores de incertidumbre35 que generan trabas a las relaciones comerciales dentro de un escenario global. Distintas vicisitudes deben ser tenidas en cuenta por las partes, a saber:


i. Desconocimiento mutuo de las partes;


ii. El tiempo que la mercancía está viajando y el trayecto utilizado;


iii. El desconocimiento acerca de la suficiencia del transportador para transportar las mercaderías debidamente;


iv. Los posibles percances durante el viaje y el deterioro que puedan sufrir las mercaderías durante el mismo;


v. Las formalidades aduaneras en cada uno de los países en donde se deben realizar los trámites relacionados con la exportación o importación de las mercaderías;


vi. Las regulaciones específicas del comercio exterior y los controles de cambio;


vii. Las regulaciones existentes en materia de salubridad, sanidad y estándares de calidad, y


viii. Las diferencias en los sistemas legales de donde provienen comprador y el vendedor.36


En la compraventa internacional la incertidumbre reposa de manera concreta sobre el pago del precio, por una parte, y, por otra, en el recibo de las mercaderías. Así lo indican Broseta Pont y Martínez Sanz:


Generalmente aparece como un instrumento para el pago del precio de una compraventa de mercancías de plaza a plaza, con frecuencia internacional, en la que la entidad de crédito, con su intervención, contribuye a eliminar la desconfianza mutua que a menudo existe entre las partes del contrato de compraventa con expedición de las mercancías. En efecto, en este tipo de operaciones el vendedor teme enviar las mercancías y no recibir el precio; y el comprador, por su parte, teme pagar y no recibir las mercancías.37


Como se muestra, los instrumentos contractuales deben siempre apuntar a satisfacer los intereses y resolver las inquietudes de las partes, constituyéndose en mecanismos de previsión y distribución de riesgos. De ahí que, en el caso que nos ocupa, sea imperativo atender por vía contractual los intereses del vendedor, que se materializan en el pago del precio, y del comprador, que se traducen en la entrega de las mercaderías. En principio, el vendedor debe esperar a que el comprador realice el pago antes de que ejecute el embarque de las mercancías. Sin embargo, el comprador solo procederá de tal manera una vez haya recibido las mercaderías en el lugar y de la manera estipulados en el contrato y en las normas materiales aplicables a este. Es decir, el pago que espera el vendedor únicamente tendría lugar una vez este cumpla con las obligaciones derivadas del contrato de compraventa38.


En este escenario, el vendedor se encuentra expuesto a dos tipos de incertidumbre: por una parte, aquella que se deriva de las características y comportamiento de su contraparte, esto es, respecto de la capacidad de pago y de su intención de pago una vez haya recibido las mercancías conformes; y, por otra parte, aquella que proviene de situaciones externas a las partes, como pueden ser las normas de control de cambios y el riesgo de tasa de cambio39.


Por otro lado, es del todo posible que el vendedor exija un pago anticipado por las mercaderías, situación en la cual el comprador no tiene certeza respecto de su entrega conforme en el tiempo y lugar convenido en el contrato. El comprador querrá únicamente realizar el pago cuando reciba las mercancías. De ahí que se trate de intereses que en principio parecen irreconciliables. En este punto adquiere gran relevancia el papel que desempeña el transportador en la operación, toda vez que las mercaderías deben ser trasladadas de una plaza a otra, actividad que genera en el comprador una gran incertidumbre. El comprador no sabe si el transportador cuenta con la capacidad suficiente para el transporte efectivo, si cuenta con los documentos aduaneros o fitosanitarios necesarios, entre otros.


Lo anterior tiene un claro efecto en el comportamiento de las partes: la búsqueda del reajuste del precio y obtención de garantías para dar respuesta a los riesgos que asumen mutuamente.


Sin perjuicio de lo que posteriormente se diga en torno a su concepto y naturaleza jurídica, en este punto cabe indicar que por carta de crédito se entiende todo acuerdo en virtud del cual un banco a solicitud de un comprador se compromete de manera irrevocable a realizar un pago a un vendedor contra la presentación de una documentación dentro de un tiempo especificado en el contrato40. En este sentido, se confiere a ambas partes seguridad en el cumplimiento de las condiciones pactadas en el contrato41, como pasa a explicarse a continuación.



UTILIDAD DEL CRÉDITO DOCUMENTARIO Y LAS CARTAS DE CRÉDITO EN EL MERCADO FINANCIERO INTERNACIONAL



El crédito documentario facilita y garantiza el pago en operaciones comerciales entre plazas distintas42. Las cartas de crédito proporcionan una gran utilidad a ambas partes contratantes, al funcionar como “un instrumento de mediación en los pagos, en el que el banco interviene para recomponer el espacio creado por la distancia física que existe entre comprador y vendedor en las compraventas de expedición”43.


La figura opera entonces como un mecanismo de mitigación del riesgo44. El crédito documentario permite solucionar los problemas y disminuir los riesgos derivados de las compraventas a distancia, es decir, aquellas “en las que las obligaciones de las partes se encuentran modalizadas por la previsión de un traslado (entre distintas plazas) de la cosa, sea para su entrega, o bien luego de ella”45. Como lo indica Espinosa Pérez, “el crédito documentario busca resolver el problema que siempre se presenta en las compraventas a distancia sobre quién debe actuar primero, toda vez que ni el comprador ni el vendedor estarán tentados a hacerlo por los riesgos inherentes”46.


La intervención del banco, intermediario financiero solvente, que desarrolla su labor gracias a una autorización gubernamental y sujeto a la inspección del Estado, como mediador soluciona la disputa entre intereses del comprador y vendedor, haciendo que ambos converjan en el cumplimiento de la operación47. La figura confiere a ambas partes un grado de certidumbre respecto del cumplimiento de las condiciones pactadas en el contrato de compraventa, de ahí que para 1987 hubiera sobrepasado los 1,8 billones de dólares48 y para el 2009 hubiera sido utilizada por un monto equivalente a tres trillones de dólares49. Por esta razón, los jueces anglosajones se han referido al crédito documentario como la sangre vital del comercio internacional50.


Por una parte, el instrumento permite al comprador tener la seguridad de que recibirá las mercancías en el lugar y tiempo acordado y, como tal, ya no se encuentra obligado a pagar las mercancías de manera anticipada, sino hasta cuando la mercancía hubiese sido efectivamente despachada. Es decir, con la implementación de este instrumento se asegura al comprador que solo pagará cuando el vendedor haya cumplido con la obligación de entregar/despachar las mercaderías51.


Por otra parte, facilita al vendedor el pago, con independencia del comprador y a cargo de un banco, claro está, de la forma en que se determine en el instrumento financiero52. El instrumento elimina los riesgos de la venta a crédito, le otorga al vendedor seguridades de cobro y permite que reciba el pago mientras la mercancía se encuentra en camino. En efecto, ya no se verá expuesto el vendedor a que el comprador no le pague, porque será la entidad financiera quien lo haga, situación que es mucho más benéfica por contar con mayores índices de solvencia; ya no corre igualmente el riesgo de crédito del comprador, sino del banco. Así mismo, el vendedor tiene la plena seguridad de que recibirá el pago una vez haya cumplido con la entrega al banco de los documentos que den cuenta de que ha entregado/despachado la mercancía53.


En este orden de ideas, el crédito documentario cumple varias funciones que lo hacen merecedor de una gran acogida en los mercados internacionales, a saber:


a. En primer lugar, opera como un medio de pago de operaciones comerciales, es decir, funciona como un instrumento que permite superar la diferencia temporal en el cumplimiento de prestaciones, avocando por una simultaneidad en la relación sinalagmática54. El banco paga el precio contra el recibo de los documentos señalados en el instrumento y que normalmente dan cuenta de la entrega de las mercaderías55. Así, el pago se realiza contra la entrega de documentos que normalmente permiten la transmisión de los derechos sobre las mercaderías. Desde ya cabe destacar que el banco en ningún caso se responsabiliza por la mercancía, solo por la verificación de la documentación, toda vez que se trata de un instrumento autónomo de la relación subyacente que le da vida, esto es, la compraventa. Según Espinosa Pérez:


El fin o propósito del crédito documentario es asegurar el pago del precio o de la obligación principal y no garantizar el cumplimiento de la transacción o negocio fundamental, que en cierto modo le es ajeno, además, conviene tener presente que no constituye una garantía absoluta contra la mala fe del beneficiario o de otra cualquiera de las partes intervinientes, debido sobre todo a que su desenvolvimiento se da en torno a documentos, siendo por lo tanto una operación formal.56


b. En segundo lugar, cumple una función de garantía, ya que asegura el pago del precio, al sustituir el patrimonio del comprador por el de una entidad financiera que se encargará de realizar el pago cuando se cumplan con las condiciones documentales estipuladas en el contrato. La participación del banco como intermediario de pago genera una mayor confianza debido a su nivel de solvencia, lo cual asegura el cumplimiento de las prestaciones debidas.


c. En tercer lugar, facilita la financiación de la operación para el comprador/ordenante, ya que normalmente el banco realiza el pago al vendedor sin haber solicitado previamente el abono o una provisión de fondos al comprador. De esta manera, el banco normalmente financia la operación a cambio de una retribución de su parte. Sin embargo, cabe reiterar en este punto que las cartas de crédito no son operaciones de crédito, sino instrumentos o medios de pago.


Además, es importante precisar que la utilización del instrumento no se limita a contratos de compraventa de mercaderías, sino que puede aplicarse a otras formas contractuales, como puede ser el suministro. Así, “el uso del instrumento de la carta de crédito puede expandirse tan lejos como la imaginación de los banqueros lo permita”57. Su utilidad y ámbito de aplicación se expande a cualquier escenario donde sea necesaria la presencia de un intermediario que sirva de medio y seguridad en el pago.


Así las cosas, se trata de un instrumento que es de gran aplicación en el comercio internacional por generar seguridad jurídica y tranquilidad en un escenario donde prima la desconfianza e incertidumbre, lo cual agiliza y facilita en gran medida el desarrollo de las operaciones.



CONCEPTO Y NATURALEZA JURÍDICA




Concepto



Luego de haber explicado cuál es el origen y cuál ha sido la evolución del crédito documentario y de las cartas de crédito y su utilidad para el comercio internacional, es ahora necesario proponer un concepto de crédito documentario que servirá de base, punto de partida o carta de navegación a lo largo del texto. Sin embargo, resulta necesario hacer una precisión antes: cuando utilizamos el concepto crédito documentario nos referimos a la operación en su conjunto, mientras que cuando hablamos de carta de crédito, nos referimos al documento sobre el cual gira la operación.


Ahora sí, para cumplir con dicho propósito expondremos una serie de definiciones propuestas por varios autores, para poder extraer los elementos en común y, de ese modo, plantear nuestra propia definición.


En primer lugar, se trae a colación la definición propuesta por la Cámara de Comercio Internacional (CCI), según la cual el crédito documentario es:


Todo convenio, cualquiera que sea su denominación o designación, por medio del cual un banco (banco emisor), obrando por solicitud y de conformidad con las instrucciones de un cliente (el ordenante del crédito) o en su propio nombre:


i. Debe hacer un pago a un tercero (el beneficiario) o a su orden, o pagar o aceptar letras de cambio giradas por el beneficiario, o


ii. Autoriza a otro banco para que efectúe el pago o para que pague y acepte dicha letra de cambio, o


iii. Autoriza a otro banco para que negocie contra la entrega de los documentos exigidos, siempre y cuando se cumplan los términos y condiciones del crédito.58


Se trata de la definición que brinda la entidad encargada de elaborar las Reglas UCP 600, usos de comercio internacional que rigen la gran mayoría de las cartas de crédito en el comercio internacional. De ahí que sea el concepto sobre el cual gravitan todas las demás disposiciones y normas que regirán a estos contratos59.


Sobre esta definición vale la pena realizar los siguientes comentarios:


i) En un primer momento, la definición parte del concepto de convenio, vocablo que hace referencia “al concierto de voluntades, expresado en convención, pacto, contrato, tratado o ajuste. Sinónimo de cualquiera de estos vocablos que implican acuerdo, por la elasticidad y uso generalizado que a convenio se le da; no obstante, las diferenciaciones técnicas que en cada remisión se concretan”60. La CCI, consciente de las diferencias entre las legislaciones prefiere utilizar un concepto amplio y que no se encuentre sometido a las acepciones que distintas legislaciones puedan tener como sucede, por ejemplo, con el término contrato, el cual incluso en la misma legislación colombiana tiene dos contenidos distintos: uno en materia civil (art. 1495 C.C.) y otro en materia comercial (art. 864 C.Co.). De esta manera se evitan discusiones innecesarias respecto del concepto utilizado.


Siguiendo con esta filosofía, la CCI indica que no importa cuál es su denominación o designación, lo cual implica que el nombre que las partes le den al convenio es irrelevante en cuanto a su configuración como una carta de crédito. Lo que realmente determina si se trata o no de esta figura es su contenido.


A continuación, la definición indica cuál es el contenido del convenio, disponiendo que un banco, denominado emisor, debe realizar una serie de actividades de conformidad con la instrucción que le dé el cliente, denominado ordenante del crédito. Como puede verse, se trata de una definición amplia y completa que deja espacio para que en la relación comercial prime la autonomía privada al momento de llenar las particularidades del negocio. Sin embargo, de ella es difícil extraer de manera precisa cuáles son las obligaciones a cargo de cada una de las partes, lo cual es de gran importancia al momento de prever riesgos y responsabilidades.


ii) En este orden de ideas, el artículo 2 de las Reglas UCP 600 indica que para sus efectos el crédito “significa todo acuerdo, como quiera que se denomine o describa, que es irrevocable y por el que se constituye un compromiso cierto del banco emisor para honrar una presentación conforme”.


Luego establece qué se entiende por honrar, a saber:


a. Pagar a la vista si el crédito es disponible para pago a la vista.


b. Contraer un compromiso de pago diferido y pagar al vencimiento si el crédito es disponible para pago diferido.


c. Aceptar una letra de cambio (“giro”) librada por el beneficiario y pagar al vencimiento si el crédito es disponible para aceptación.


De igual manera, dispone que banco emisor “significa el banco que emite un crédito a petición del ordenante o por cuenta propia”; y por prestación conforme entiende “una prestación que es conforme con los términos y condiciones del crédito, con las disposiciones aplicables de estas reglas y con la práctica bancaria internacional estándar”61.


Como puede observarse, el artículo 2 tiene la virtud de definir el crédito documentario con base en dos aspectos fundamentales: la obligación y las partes esenciales del contrato62. Por un lado, habla de honrar una presentación que hace relación a las tres formas planteadas de utilización de la figura, que podrán ser combinadas o no según lo indique el contrato; y, por otra, hace mención al banco emisor, definiéndolo, y al beneficiario. De igual manera, la definición dice que los créditos documentarios serán considerados irrevocables.


Por otro lado, y, en segundo lugar, debe recordarse que el Código de Comercio trae su propia definición de lo que entiende por crédito documentario, a saber:


Se entiende por crédito documentario el acuerdo mediante el cual, a petición y de conformidad con las instrucciones del cliente, el banco se compromete directamente o por intermedio de un banco corresponsal a pagar a un beneficiario hasta una suma determinada de dinero, o a pagar, aceptar o negociar letras de cambio giradas por el beneficiario, contra la presentación de los documentos estipulados y de conformidad con los términos y condiciones establecidos. (art. 1408 C.Co.)


Como puede observarse, el Código de Comercio colombiano decide, al igual que la CCI, acudir a un término amplio como lo es acuerdo y no al vocablo contrato. Esta definición tiene la virtud de definir claramente en qué consiste la operación y cuáles son las obligaciones que asume el banco en virtud del acuerdo. No podemos olvidar que este artículo es una norma de imperativo cumplimiento que no puede ser modificado por las partes, lo cual tiene grandes implicaciones, verbigracia el hecho de que quien emite las cartas de crédito deberá necesariamente ser un banco de conformidad con la legislación colombiana63.


Por otro lado, la doctrina ha presentado variadas definiciones de la figura, en muchos casos presentando una descripción de la operación. De manera similar a como lo hace el Código de Comercio, Calderón la define como “la operación por la cual un banco —denominado banco emisor— asume por cuenta de su cliente —denominado ordenante— la obligación de efectuar un pago a otra persona, denominada beneficiario, contra la entrega por este último de una serie de documentos”64. Sobre esta definición son válidos los mismos comentarios hechos respecto de aquella del Código de Comercio debido a su semejanza.


Por otra parte, Rodner la define como:


un instrumento emitido por un banco comercial a solicitud de un importador (denominado tomador u ordenante del crédito), y mediante el cual el banco comercial (denominado banco emisor de la carta de crédito), se obliga frente al exportador (denominado beneficiario de la carta de crédito) a pagarle una determinada suma de dinero, sujeto a la condición de que éste a su vez, le presente al banco emisor los documentos que evidencien que se han embarcado las mercancías al importador.65


Como bien puede apreciarse de entrada, la definición propuesta por Rodner tiene una serie de falencias:


(i) Ubica al crédito documentario dentro de la categoría de instrumento, lo cual deja espacio para distintas interpretaciones y está sujeta a un margen de ambigüedad no deseado en el comercio.


(ii) Limita la condición del cliente a un importador y la del beneficiario a un exportador. Es decir, olvida que el crédito documentario opera no solo frente a los contratos de compraventa internacional, sino también en los contratos de compraventa nacionales, donde no es dable hablar de exportador e importador. De igual manera, deja de lado el hecho de que la carta de crédito puede tener distintas relaciones subyacentes, como puede ser un contrato de suministro, donde no se puede hablar de importador y exportador.


(iii) Limita los documentos a ciertos medios de transporte, toda vez que el vocablo embarcar quiere decir “Introducir personas, mercancías, etc., en una embarcación, tren o avión” (Real Academia Española), lo cual excluye transporte por camiones o cualquier otro. El autor debió haber empleado la expresión “que evidencien que el beneficiario ha cumplido con sus obligaciones”.


La doctrina colombiana ha definido la carta de crédito como “un documento por medio del cual un banco, el emisor del crédito, autoriza al exportador, beneficiario del crédito, a girar contra el por el valor de una factura por cuenta y orden del importador, siempre y cuando se cumplan las condiciones estipuladas”66.


Igualmente, se ha definido el contrato como aquel según el cual existe un cliente (ordenante de la carta), quien se ha dirigido a su banco (emisor de esta) y obteniendo que este le conceda crédito de dinero o de firma, a favor de un tercero, dentro de un cierto tiempo, hasta una determinada cuantía y mediante el lleno de los requisitos previstos en el mismo crédito, que incluyen, en primer término, la presentación de un cierto número de documentos67.


Como puede observarse y contrastarse con las definiciones antes propuestas, se trata de una descripción de la operación que mal define qué es una carta de crédito. No indica cuáles son las obligaciones de las partes y no emplea el lenguaje apropiado para una definición conceptual. La definición propuesta olvida que el banco puede obrar por cuenta propia o a petición del cliente, y solo plantea la hipótesis en la cual el cliente solicita al banco efectuar el pago o autorizar a otro banco para hacerlo.


En último lugar, cabe mencionar una de las definiciones propuestas en el ámbito doctrinario del Common Law, así, Kurkela delimita la operación de manera muy sencilla como “la obligación de hacer algo (generalmente, prestar servicios bancarios) ante el requerimiento de una parte a favor de un beneficiario, siempre que se cumplan ciertas condiciones (condiciones para el desembolso). Nada más”68. Se trata de una definición bastante amplia, en el sentido de no limitarla a una operación bancaria y de no definir cuál es la prestación a la que se obliga, que permite a las partes definir las particularidades de la relación. Sin embargo, deja un gran margen de ambigüedad que afecta la seguridad jurídica de los asociados.


Así las cosas, y sin perjuicio de que las operaciones bajo las Reglas UCP 600 partan de la definición que provee la CCI, nos permitimos realizar la siguiente definición, adoptando las bondades y desechando lo que consideramos imprecisiones de las definiciones anteriores transcritas. Un crédito documentario es un convenio en virtud del cual un banco, denominado emisor, obrando por cuenta propia o a petición de un cliente, denominado ordenante, y de conformidad con sus instrucciones, se obliga de manera irrevocable a realizar un pago o autorizar a que otro banco lo haga a un tercero, denominado beneficiario, contra la presentación conforme de documentos previamente exigidos por el ordenante, dentro de un tiempo y/o plazo determinado.



Naturaleza jurídica



En este punto es menester hacer una delimitación en cuanto a que una cosa es la naturaleza jurídica del contrato de crédito documentario y otra muy diferente aquella del documento sobre el cual recae, esto es, la carta de crédito.



Naturaleza jurídica del crédito documentario



Dentro de la clasificación de las operaciones bancarias en activas, pasivas y neutras69 ha de entenderse que el crédito documentario es una operación neutra por cuanto el banco obra como un intermediario en el pago de las mercaderías70. Sin embargo, hay quienes consideran que se trata de una apertura de crédito, ya que se constituye una disponibilidad a favor del cliente71. Pero no siempre ocurre así, pues es posible que el ordenante le entregue los recursos para el pago de manera anticipada al banco, en cuyo caso no se configuraría una operación de crédito, sino simplemente de medio de pago. Inclusive, debemos considerar que en aquellos casos en que el banco otorga un crédito al ordenante y paga al beneficiario la suma de dinero acordada, el crédito documentario se mantendrá como una operación neutra, ya que el crédito otorgado al ordenante proviene de un contrato de mutuo (operación activa), distinto del crédito documentario en sí mismo. En efecto, el mismo autor que sostiene que se trata de una operación activa reconoce esta última situación al indicar que el banco emisor deberá pagar al beneficiario una suma de dinero, “en el supuesto de haberle entregado los recursos o con la obligación a cargo del ordenante de reembolsárselos más tarde”72.


Ahora bien, a propósito de la naturaleza jurídica del crédito documentario se han presentado una serie de teorías que buscan explicarla, sin que haya unanimidad en la doctrina73, a saber: la teoría del mandato, de la comisión, de la cesión del crédito, de la estipulación a favor de un tercero, de la delegación imperfecta, de la fianza, del título-valor y del negocio jurídico complejo. A continuación, nos detendremos a analizar cada una de estas teorías, con el fin de determinar cuál es la naturaleza jurídica del crédito documentario.


a. Teoría del mandato


Según esta teoría, en el crédito documentario reside un mandato74 con representación75. Esta afirmación nace de la relación entre el ordenante y el banco emisor, donde este recibe el encargo de parte de aquel para el pago de una suma de dinero a un tercero luego de verificado el cumplimiento de una serie de requisitos. Así lo afirma Zuleta Jaramillo:


Los participantes de esta teoría sostienen que la carta de crédito es una institución con todas las características del contrato de mandato, puesto que en la operación aparece una persona (ordenante - mandante) que confía la gestión de un negocio a otra (banco emisor - mandatario) que lo efectúa por cuenta de la primera.76


De igual manera, la teoría afirma que el pago que realiza el primero al segundo como reembolso luego del pago al beneficiario, corresponde al reembolso a cargo del mandante. En efecto, el artículo 1264 del Código de Comercio dispone que “el mandatario tendrá derecho a la remuneración estipulada o usual en este género de actividades, o, en su defecto, a la que se determine por medio de peritos”.


Sin embargo, esta teoría no puede ser aceptada, ya que no explica las imbricadas relaciones que pueden surgir por la participación de otros sujetos, verbigracia el banco confirmador. Es decir, únicamente tiene en cuenta las relaciones jurídicas que nacen entre el ordenante y el banco emisor. No logra explicar ni justificar las obligaciones entre el banco confirmador y el beneficiario o entre aquel y el ordenante77. De manera similar, la teoría es incapaz de explicar las relaciones entre el beneficiario y el banco emisor, puesto que en el mandato con representación las obligaciones recaen en cabeza del ordenante, que sería el mandante y no en cabeza del banco mandatario.


Por otra parte, y como quiera que el mandato por naturaleza es revocable78, la teoría no logra explicar el alcance de las cartas de crédito irrevocables. Esta situación tiene un gran efecto pragmático toda vez que la mayoría de estos contratos se someten a las Reglas UCP 600[79], según las cuales el contrato será siempre irrevocable. En efecto, una vez presentados los documentos necesarios por parte del beneficiario, el banco deberá proceder al pago, con autonomía frente a la relación subyacente.


Si bien la relación de mandato sí se puede identificar en un comienzo entre el ordenante y el banco emisor, la operación va más allá. En efecto,


estas relaciones tienen unas características muy particulares que no pueden explicarse con el concepto de mandato, pues cómo se explicaría la posibilidad que tiene el beneficiario (vendedor) de accionar directamente contra el banco emisor y tratándose de un crédito confirmado contra el banco notificador-confirmante, haciendo así directamente responsable al mandatario por los actos ejecutados en cumplimiento a las órdenes de su mandante; por eso aciertan quienes consideran que ‘[…] tratar de explicar el crédito documentario, bajo el contrato de mandato, es identificar el todo con las partes’.80


Así las cosas, y como se profundizará, el crédito documentario involucra una serie de complicadas relaciones entre una multiplicidad de partes que hacen que esta teoría sea insuficiente para explicar su naturaleza jurídica.


b. Teoría de la comisión


Esta teoría nace por las deficiencias de la teoría del mandato al momento de explicar la responsabilidad del banco emisor, como mandatario, frente al beneficiario, y dispone que el crédito documentario es una especie de comisión81, donde el comisionista, en este caso el banco, se encarga de cumplir con una prestación a su nombre propio y por cuenta ajena82. En efecto, “la comisión es un mandato sin representación por cuya virtud las obligaciones surgidas del contrato o del negocio encargado se radican directamente en cabeza del comisionista”83. El encargo se constriñe a la emisión de parte del banco de una carta de crédito a favor del beneficiario. En este caso, el banco se obliga frente al beneficiario de manera directa, lo cual logra explicar las relaciones entre ellos.


Sin embargo, esa es la única falencia de la anterior teoría que logra superar. Las demás críticas hechas respecto de aquella se predican y son del todo aplicables a esta teoría.


c. Teoría de la cesión del crédito


Esta tercera teoría propugna por ubicar al crédito documentario bajo la categoría de la cesión84 de crédito (arts. 1959 y ss. C.C.). En este caso, el ordenante cede al beneficiario el crédito que ha solicitado abrir al banco. Es decir, el ordenante cede al beneficiario la apertura de crédito que tiene a su favor.


Sin embargo, esta teoría olvida que el contrato no es una operación activa, sino neutra, donde no es necesaria la apertura de un crédito, lo cual la desvirtúa de fondo, ya que no siempre el banco deberá realizar una apertura de crédito al ordenante, sino que es posible que este le otorgue los fondos necesarios para realizar el pago de manera previa, por lo que el banco opera únicamente como un mediador.


De igual manera, la cesión de derechos requiere de su notificación por parte del cesionario al deudor (art. 1960 C.C.)85, situación que acá no opera, toda vez que la cesión se produciría en el momento en que el banco decide asumir la obligación86. Así mismo, el contrato de cesión de derechos admite que el deudor cedido pueda proponer al cesionario las excepciones personales87 que tenga contra el cedente; en el crédito documentario no se admite tal posibilidad88.


d. Teoría de la estipulación a favor de un tercero


De conformidad con el artículo 1506 del Código Civil, cualquier persona puede estipular a favor de otro89. Los militantes de esta teoría plantean que en el contrato de crédito documentario el ordenante fungirá como estipulante, el banco como promitente a favor del beneficiario. Si bien se trata de una teoría que se acerca más a la estructura propia y al correcto entendimiento de la figura, no deja de presentar ciertas inconsistencias.


En efecto, la teoría es criticada debido a que la estipulación a favor de otro se perfecciona con la aceptación del beneficiario y mientras esta no se presente, el crédito es revocable; en cambio, el crédito documentario se perfecciona por el acuerdo de voluntades entre ordenante y emisor, donde no es necesario el consentimiento del beneficiario para su existencia90.


Además, en el contrato a favor de un tercero el único que puede exigir del promitente el cumplimiento de sus obligaciones es el tercero beneficiario, mientras que en el crédito documentario el ordenante puede exigir el cumplimiento de la obligación que se encuentra a cargo del banco emisor.


Por último, el contrato es irrevocable desde que se perfecciona y no desde la aceptación del beneficiario. De ahí que la teoría vaya en contravía de lo dispuesto por las Reglas UCP 600 a este propósito.


e. Teoría de la delegación imperfecta


Hay quienes consideran91 que el crédito documentario se asemeja en su estructura a una delegación92 imperfecta, que se desprende del artículo 1694 del Código Civil, según el cual:


La sustitución de un nuevo deudor a otro no produce novación, si el acreedor no expresa su voluntad de dar por libre al primitivo deudor. A falta de esta expresión se entenderá que el tercero es solamente diputado por el deudor para hacer el pago, o que dicho tercero se obliga con él solidaria o subsidiariamente, según parezca deducirse del tenor o espíritu del acto. (art. 1694 C.C.)


Se trata de una delegación imperfecta por cuanto no se presenta una novación de la obligación y, por tanto, no hay una “sustitución de una nueva obligación a otra anterior” (art. 1687 C.C.): la obligación sigue siendo igual y el delegante no se libera de la responsabilidad respecto del cumplimiento de las obligaciones a su cargo que surjan de la relación subyacente. En el caso del crédito documentario, el ordenante obraría como delegado y el banco emisor como delegante que se obliga frente a un tercero, quien tendría dos deudores y patrimonios a quienes cobrar su acreencia.


Sin embargo, esta teoría ha sido sujeta a una gran cantidad de críticas. Por un lado, mientras que en la delegación imperfecta el beneficiario puede acudir a cualquiera de los dos deudores, delegante y delegado, en el crédito documentario, el beneficiario debe acudir primeramente contra el banco emisor y solo ante su incumplimiento podrá dirigirse contra el deudor para hacer efectiva su acreencia. En el crédito documentario no es dable hablar de solidaridad pasiva, como sí puede hacerse en la delegación acumulativa o imperfecta. De igual manera, la teoría no explica la participación de otros intervinientes, como puede ser un banco confirmador93. Por último, se ha dicho que “el banco emisor asume de manera unilateral la obligación en favor del beneficiario, sin que se requiera para la existencia de la misma la conformidad de ese beneficiario (delegatario), como sucede en la delegación imperfecta”94.


f. Teoría de la fianza


Según esta teoría, la estructura del crédito documentario se asemeja a aquella de la fianza95, donde el ordenante obra como deudor principal y el banco emisor como su fiador a favor de la deuda que tiene el primero a favor del beneficiario.


Sin embargo, la fianza es una obligación accesoria, mientras que la obligación que adquiere el banco en virtud de la emisión de la carta de crédito es una obligación principal, autónoma e independiente de la relación subyacente de la cual se desprende. De igual manera, esta teoría olvida que la naturaleza del crédito documentario no es de garantía, sino de medio de pago. En este sentido, mal puede hablarse del crédito documentario como un tipo de garantía, toda vez que el banco no responde por una obligación ajena, sino por una obligación propia que decidió adquirir con la emisión del documento.


g. Teoría del título-valor


Autores, como Kozolchyk, han planteado la necesidad de considerar al crédito documentario como un título-valor, definiéndolo como “una promesa formal y cierta que contiene una obligación abstracta de aceptar una letra de cambio o una libranza tan pronto se haya dado cumplimiento literal a sus términos”96. Se trata de una propuesta fundada en la idea de que el crédito documentario busca facilitar la circulación de bienes y de riqueza, función que tradicionalmente ha sido asignada a los títulos-valores.


Sin embargo, esta teoría confunde el todo con la parte, puesto que pretende explicar el contrato mediante principios y reglas aplicables al documento sobre el cual gira la operación. De todas maneras, como se verá a continuación, la carta de crédito no cumple con las características de un título-valor, razón por la cual no le son aplicables sus principios.


h. Teoría del negocio jurídico complejo


En vista de la insuficiencia de las anteriores teorías de poder explicar la naturaleza jurídica del crédito documentario con base en la existencia de un único negocio jurídico, se ha planteado la posibilidad de que esta operación se encuentre compuesta por una multiplicidad de relaciones jurídicas en estrecha conexidad (negocio jurídico complejo)97. Así lo plantea Espinoza Pérez:


Brunetti estima que no estamos en presencia de un contrato con pluralidad de partes sino de tres contratos ligados entre sí (coligados), que al tener una misma finalidad económica actúan uno como causa del otro a pesar de tener cada uno, causas específicas diferentes.


Parece tratarse de contratos unidos a tal punto que son cada uno casa de los otros y el funcionamiento del crédito documentario resulta imposible sin esa unión.98


Como puede observarse, la finalidad económica de la operación es una sola para las partes, pero su desarrollo lleva implícita una serie de relaciones contractuales de diversa índole necesarias para cumplirla99. De ahí que la Superintendencia Bancaria, hoy Superintendencia Financiera de Colombia, haya expresado que “el crédito documentario es un negocio jurídico complejo que resulta de la combinación y conexión de las diversas relaciones jurídicas existentes entre todas las partes intervinientes en el mismo”100.


Calderón propone fragmentar el estudio del crédito documentario en las varias relaciones existentes de la siguiente manera:


Resulta mejor considerar el comportamiento independiente de dos relaciones que comparten la intervención de un mismo banco emisor. Por un lado, el crédito documentario —en estricto— presupone aquella relación contractual (de comisión) entre el ordenante y el banco emisor, este es el negocio de base del cual el crédito propiamente dicho (relación entre el banco y el beneficiario) se abstrae. Esta segunda relación contiene un compromiso del banco frente al beneficiario, principal y autónomo, de realizar una determinada prestación contra la presentación de unos documentos y cumplimiento de las demás condiciones del crédito.101


Sin embargo, la teoría como tal no indica cuáles son los negocios jurídicos que forman en su conjunto la operación, de ahí que se sigan presentando disputas en cada una de sus partes, ya que hay autores que consideran que la primera relación existente corresponde a una comisión, mientras que otros dicen que hay una apertura de crédito.


i. La autonomía del contrato


Como quiera que las anteriores teorías presentan falencias y no hay ninguna que explique a cabalidad la naturaleza jurídica del contrato, es necesario comprender que se trata de una categoría o figura autónoma. El crédito documentario no puede enmarcarse o circunscribirse a las categorías contractuales tradicionales ni verse como un negocio jurídico complejo compuesto por varios contratos pertenecientes a esas categorías. El intérprete debe propender por un entendimiento del contrato desde su autonomía102. Las relaciones, obligaciones y responsabilidades que surgen entre las diversas partes participantes en la operación determinan la propia naturaleza del crédito documentario y no debe el estudioso del tema desgastarse tratando de encasillarla en una de las categorías propuestas.


Esta propuesta no pretende desconocer el gran aporte que han hecho las teorías arriba descritas al entendimiento del alcance y contenido de la figura, simplemente busca reconocer una realidad: el crédito documentario es una operación autónoma de las distintas categorías planteadas por el Derecho civil y comercial, y merece respeto como tal. Solo así es posible comprender de la mejor manera su funcionamiento. Partiendo de esta base y luego de analizar la naturaleza jurídica de las cartas de crédito, se procederá a describir su operación.



Naturaleza jurídica de las cartas de crédito



Como lo hemos esbozado a lo largo del texto, las cartas de crédito son los documentos sobre los cuales se estructura todo el engranaje jurídico y económico de los créditos documentarios. Lo primero que debe decirse respecto de esta particular clase de documentos es que no son títulos-valores. En efecto, se trata de documentos crediticios que son transferibles mediante cesión no mediante el endoso de estos. En este punto cabe recordar que los principios cardinales de todo título-valor son la legitimación, literalidad, autonomía e incorporación103. Las cartas de crédito son autónomas104, ya que cada nueva adquisición del documento es independiente de las relaciones anteriores, y literales105, por cuanto el derecho está delimitado por lo que se encuentra escrito en el documento, de ahí que los documentos “sólo producirán los efectos en él previstos cuando contengan las menciones y llenen los requisitos que la ley señale” (art. 620 C.Co.). La carta de crédito “vale por lo que dice textualmente”106.


Sin embargo, las cartas de crédito no cumplen con los demás principios propios de los títulos-valores107. Por un lado, no se materializa en ellas el principio de incorporación, pues no se identifica de manera plena el documento con el derecho108. En efecto, el principio de incorporación indica que el documento y el derecho son inescindibles109, razón por la cual el ejercicio del derecho requiere la exhibición del documento (art. 624 C.Co.). Es decir, el documento en el caso del crédito documentario puede suplirse como medio probatorio, situación que no admite cabida en los títulos valores110.


Así mismo, en cuanto al principio de legitimación111 ha de indicarse que las cartas de crédito no se negocian de la misma manera que lo hacen los títulos-valores según su ley de circulación112, sino mediante cesión para la cual es necesaria la entrega del instrumento (art. 1959 C.C.) y no producirá efectos contra el deudor ni terceros mientras no se notifique por el cesionario al deudor (art. 1960 C.C.). De igual manera, la negociación mediante cesión, como lo veremos más adelante, permite que el banco pagador pueda proponer excepciones personales al cesionario que tenga contra el beneficiario, situación que no tiene cabida en los títulos valores.


También, son únicamente títulos-valores aquellos contemplados como tal por el legislador. Es decir, el catálogo de títulos-valores es taxativo y los particulares no pueden darle dicha calidad a los documentos que deseen. Dado que las cartas de crédito no fueron consideradas como títulos-valores por el legislador, no pueden adquirir dicha calidad, incluso si cumplieran con sus características y requisitos.


Además de no ser títulos-valores, las cartas de crédito tampoco son títulos ejecutivos, pues no constituyen plena prueba de una obligación clara, expresa y exigible que provenga del deudor. En efecto, la carta de crédito no es plena prueba de la obligación a cargo del ordenante y/o del banco emisor, toda vez que para que dicha obligación surja a la vida jurídica, es necesario que se cumplan los requisitos exigidos en el mismo documento. De igual manera, la carta de crédito no proviene del deudor, sino del banco que la emite.



DESCRIPCIÓN DE LA OPERACIÓN



Como bien se explicó, el crédito documentario es un convenio en virtud del cual un banco, denominado emisor, obrando por cuenta propia o a petición de un cliente, denominado ordenante, y de conformidad con sus instrucciones, se obliga a realizar un pago o autorizar a que otro banco lo haga a un tercero, denominado beneficiario, contra la presentación de documentos exigidos dentro de un tiempo determinado. En palabras de Guerrero Lebrón, “el crédito documentario no es más que la forma en la que las partes acuerdan que se va a realizar el pago de un contrato subyacente, del que la operación de crédito documentario, por la propia función que desempeña, permanece al margen”113.


De manera general, el crédito documentario opera de la siguiente manera114:


1. Vendedor y comprador situados en plazas distintas celebran un contrato, en la gran mayoría de compraventa internacional de mercaderías, donde indican que el pago se hará mediante un crédito documentario.


2. El comprador solicita a un banco de su plaza la emisión de una carta de crédito en virtud de un contrato de crédito documentario a favor del vendedor. En este punto, el comprador hace de ordenante; el vendedor de beneficiario y el banco obrará como emisor del documento crediticio115.


3. Luego de analizadas las condiciones financieras y de solvencia del ordenante, el banco emisor expide una carta de crédito donde se obliga de manera autónoma e independiente al pago del precio de la relación subyacente, o a aceptar o negociar la letra de cambio suscrita en ella, una vez hubiere recibido los documentos exigidos en el instrumento por parte del beneficiario. Entre otras cosas, la carta de crédito debe hacer mención expresa a los documentos que deberán ser entregados por el beneficiario para el pago del precio.


4. Emitida la carta de crédito, el banco emisor deberá notificar de su existencia al beneficiario. Lo puede hacer de manera directa o por intermedio de un corresponsal en el país del beneficiario, quien será denominado banco corresponsal.


5. En este punto es posible que el banco emisor solicite al banco corresponsal que no se limite a la notificación de la carta de crédito, sino que también se comprometa a su pago, caso en el cual adquiere la calidad de banco confirmante116.


6. Una vez el beneficiario entrega al banco corresponsal o confirmante los documentos que dan cuenta de ello y que se encuentran señalados en la carta de crédito, si ellos son conformes, la entidad financiera que se comprometió a su pago deberá cumplir con dicha prestación, aceptar o negociar la letra de cambio en los términos señalados en la carta de crédito.


7. El banco confirmante (en caso de que exista) que paga al beneficiario podrá luego repetir contra el banco emisor. A su vez, el banco emisor repetirá contra el ordenante por el pago de la carta.


8. Luego de que el ordenante haya pagado al banco emisor el importe, este le hará entrega de los documentos representativos de las mercaderías, dando fin a la operación.


A continuación, nos dedicaremos a hacer una descripción de la operación, fraccionándola en tres etapas principales: (i) la apertura del crédito y su notificación; (ii) el recaudo y entrega de documentos y (iii) la transferencia de fondos.



Apertura del crédito y notificación



Esta primera etapa inicia con la inclusión en la relación subyacente de la mención de ser pagadera mediante un crédito documentario y va hasta la notificación de la existencia de la carta de crédito al beneficiario.


a) Lo primero que se presenta en la operación, y que sirve de fundamento y punto de partida del crédito documentario, es la celebración de un contrato sinalagmático que requiere de la mediación de un tercero en el pago de una prestación117. Este es el primer vínculo identificado en la estructura del crédito documentario, denominado por algunos como el “vínculo fundamental”118, que se presenta entre comprador y vendedor, cuando se trate de una compraventa, quienes posteriormente adquirirán las calidades de ordenante y beneficiario de la carta de crédito. En este punto ha de reiterarse que la relación subyacente no se limita a la compraventa de mercaderías, nacional o internacional, sino que se predica por otra serie de contratos, verbigracia el suministro. Teniendo esto en cuenta y que, en el comercio internacional, en la gran mayoría de casos, este primer vínculo es un contrato de compraventa; nos referiremos a este al explicar la operación119.


En esta relación de base el comprador se obliga a pagar el precio de las mercaderías, para lo cual decide acudir a un intermediario para el pago que le otorgue tranquilidad al vendedor. Las obligaciones y responsabilidades propias del contrato no se afectan por la decisión de las partes de utilizar un crédito documentario como mecanismo de pago. El impacto que tiene la carta de crédito en el contrato se refleja exclusivamente en la obligación del pago del precio. Sin embargo, es posible que la obligación del vendedor de despachar la mercancía se sujete a la condición de la emisión de una carta de crédito. De igual manera, en virtud del principio de autonomía, el incumplimiento del pago por parte del banco no exonera al comprador del cumplimiento de su obligación120. Respecto de este primer vínculo la jurisprudencia colombiana se ha manifestado de la siguiente manera:


Analizadas en orden lógico y cronológico las diversas fases o etapas que se recorren en el llamado crédito documentario, se encuentra ab initio, un contrato fundamental o subyacente (que originalmente fue el de compraventa, pero que bien puede ser otro, como el de fletes o el de prestación de servicios), contrato en el cual el vendedor y el comprador acuerdan que el precio se pague al primero de parte de un banco, previa presentación de unos documentos determinados para acreditar el cumplimiento por ese vendedor de las obligaciones pactadas en el contrato originario o fundamental.121


b) Incluida en el contrato subyacente esta modalidad de pago, el comprador deberá acudir a un banco local para solicitar la emisión de la carta de crédito a su cargo y a favor del vendedor122. En este punto deberá indicar a la entidad financiera cuál es la mercancía objeto del contrato subyacente, su precio y moneda de pago, la modalidad de carta de crédito y los documentos requeridos para el pago. Si el cliente no le entrega los fondos al banco para el pago, será necesario realizar una apertura de un crédito, cuyas condiciones serán pactadas en ese momento, teniendo en cuenta su historial. Este es el segundo vínculo que se identifica en el crédito documentario: el vínculo bancario, por cuanto recae sobre una operación bancaria consistente en la apertura de una carta de crédito123. Hay quienes consideran que este vínculo se asemeja a una comisión o mandato que el comprador encarga al banco para el pago a un tercero124. Para la emisión de la carta de crédito el banco analizará las condiciones de solvencia del ordenante y podrá solicitar la constitución de garantías a su cargo para garantizar la satisfacción de su crédito en caso de incumplimiento del segundo.


Con la emisión de la carta de crédito revocable o irrevocable entre el comprador, que será a partir de este momento el ordenante, y el banco emisor nace a la vida jurídica un vínculo en virtud del cual el segundo se obliga a pagarle una suma determinada a un tercero beneficiario contra la presentación de ciertos documentos125. De igual manera, el ordenante se obliga a reembolsar al emisor los montos que haya pagado al beneficiario. Como previamente hemos dicho, se trata de una relación del todo autónoma frente a la primera. El banco es ajeno a la relación subyacente, simplemente se añade al comprador sin sustituirlo en el cumplimiento de su obligación de pago126.


c) Por último, esta primera etapa culmina con la notificación del banco emisor al vendedor o beneficiario de la emisión de la carta de crédito a su favor y le indica cuáles son los requisitos o condiciones para el pago. Acá nace el tercer vínculo en la estructura negocial que ha sido denominado como vínculo de crédito documentario entre el banco emisor y el beneficiario, en virtud del cual el beneficiario puede exigir al banco emisor el pago del precio contra la entrega de una serie de documentos. Es decir, a partir de la notificación el banco se obliga frente al beneficiario127, quien no adquiere obligación alguna128. Es una obligación independiente de las demás y tiene la naturaleza de una promesa unilateral y no de una oferta frente al beneficiario. De ahí que no sea necesaria la aceptación del crédito por su parte y no sea imperioso el análisis de su silencio.


Ahora bien, el banco emisor puede notificar la emisión de la carta de crédito directamente al beneficiario o lo puede hacer a través de un banco corresponsal en el país del beneficiario. El banco corresponsal o notificador únicamente adquiere la obligación de notificar el crédito, sin que por ese solo hecho adquiera la calidad de confirmador y tenga que honrar o negociar el crédito. Así lo indica el artículo 9 de las reglas UCP 600:


a. El crédito y cualquier modificación pueden notificarse al beneficiario por medio de un banco avisador. Todo banco avisador que no sea un banco confirmador notifica el crédito y cualquier modificación sin ningún compromiso de honrar o negociar.


b. Al notificar el crédito o la modificación, el banco avisador está indicando que ha establecido, a su satisfacción, la aparente autenticidad del crédito o de la modificación y que la notificación refleja fielmente los términos y condiciones del crédito o de la modificación recibida (art. 9 UCP 600).


Con la notificación al beneficiario se culmina esta primera etapa y se procede a la siguiente.



El recaudo y entrega de documentos



La segunda etapa inicia con el despacho de las mercancías de parte del vendedor o beneficiario, el recaudo de los documentos que dan cuenta de su despacho y culmina con la entrega de documentos al comprador u ordenante.


a) En primer lugar, el vendedor o beneficiario despacha las mercancías, dando cumplimiento a las obligaciones a su cargo resultantes de la obligación o relación subyacente o de base. Es decir, en este punto, el vendedor adelanta las gestiones necesarias para que se surta la entrega en los términos y condiciones pactados129.


Frente a la obligación de entrega de las mercaderías, en particular respecto al momento y lugar en que esta se entiende perfeccionada, tiene una gran relevancia el Incoterm130 que ha sido pactado por las partes, en tanto estos determinarán el mismo alcance y contenido de sus prestaciones. En este punto, para efectos del cumplimiento de lo estipulado en la carta de crédito, será fundamental que el beneficiario tenga la capacidad de obtener/recibir los documentos que dan cuenta de la entrega de las mercaderías. Así, será necesario que en el contrato subyacente se acuerde la entrega de las mercaderías bajo un término, Incoterms, que le permita efectivamente al vendedor recibir tales documentos. Lo anterior, toda vez que no en todos los términos los documentos se suministran directamente al vendedor, como sucede con los términos F (FOB, FAS, FCA), en los que el contrato de transporte es celebrado por el comprador, no el vendedor, y donde podrían presentarse que el transportador entregue directamente los documentos al comprador y así frustre dicha entrega al vendedor, con lo que el vendedor/beneficiario vería malograda su posibilidad de entregar los documentos al banco.


b) Luego, el beneficiario entrega al banco notificador, corresponsal o emisor la entrega de los documentos que den cuenta del cumplimiento de sus obligaciones y que se encuentren en concordancia con el contenido de la carta de crédito respecto de los requisitos para su pago. Respecto de los documentos que pueden ser requeridos por el ordenante para el pago de la carta de crédito nos detendremos posteriormente, sin perjuicio de que en este momento digamos que pueden ser conocimientos de embarque, cartas de porte, documentos de seguro, facturas comerciales u otros documentos. En todo caso, el banco se encuentra obligado a recibir los documentos y a examinarlos teniendo en cuenta su oportunidad y correspondencia formal de conformidad con los requisitos de la carta131.


Si los documentos cumplen con los requisitos el banco se encontrará en la obligación de pagar al beneficiario el importe de la carta de crédito. Dicho de otra manera, si los documentos no superan el baremo del banco en su análisis formal, el banco deberá regresar los documentos al beneficiario y negarse a realizar el pago.


Realizado el pago se verifica la observancia de las prestaciones de las partes de la relación de base o fundamental, momento en el que el beneficiario sale del escenario, pues ya cumplió con su obligación132 y ya fue pagado; y la operación continúa con las demás partes del contrato, esto es, el ordenante y los bancos miembros de la operación.


En caso de que la entrega se haga a un banco notificador, este remitirá los documentos al banco emisor para su verificación y aceptación. En caso de que se trate del banco confirmante, este obrará como si se tratase del emisor y asumirá sus mismas obligaciones, pudiendo luego solicitar el reembolso de las sumas pagadas al banco emisor de la carta de crédito.


c) Por último, los documentos presentados son entregados al ordenante de conformidad con lo pactado entre este y el banco emisor. En últimas, los documentos son necesarios para que el comprador pueda reclamar las mercaderías y acreditar el cumplimiento de las reglamentaciones internas, verbigracia fitosanitarias, de conformidad con lo establecido en el contrato subyacente.



Transferencia de fondos



En esta última parte se analizan las distintas transferencias de fondos que ocurren durante la operación. Se trata de una serie de relaciones entre los bancos partes de la operación, que configuran el último vínculo, denominado el vínculo interbancario133, y el banco emisor y el ordenante. Luego de que el ordenante acude al banco emisor para la creación de una carta de crédito, este puede acudir a una multiplicidad de bancos para el cabal desarrollo de la operación, que pueden ser notificadores o confirmadores134. El banco emisor puede acudir a otros bancos para cumplir con distintas finalidades, desde la notificación de la apertura de la carta de crédito al beneficiario hasta la confirmación del crédito. En las relaciones entre cada uno de estos bancos surge la obligación de reembolso en forma de regreso hasta llegar al banco emisor; obligación que nace de una relación propia del mandato conferido por esta hacia los demás135.


Estos vínculos crean relaciones jurídicas propias e independientes, ya que los bancos no son los beneficiarios de las cartas de crédito. Es decir, un banco corresponsal que ha confirmado el crédito se obliga frente al beneficiario al pago del importe de la carta de crédito, con independencia de su relación con el banco emisor y sin importar si este es o no solvente y pueda o no reembolsarle lo pagado136. De igual manera, si el ordenante se encuentra en un estado de insolvencia y está ante una imposibilidad de pagos, el banco emisor no podrá aducir dicha situación como una causal para no reembolsar al banco que ha realizado el pago, toda vez que, como ya se mencionó, nos encontramos ante relaciones que, si bien se encuentran dentro de la misma operación y están encaminadas al mismo propósito, son autónomas e independientes137. De ahí que las vicisitudes que se prediquen de una relación no han de ser trasladadas a las demás. El crédito documentario se caracteriza por ser una “asunción de riesgos en la cadena de intervinientes, por parte de quien tiene la relación más estrecha con la persona solvente”138.


En primer lugar, el banco emisor o el banco corresponsal es quien realiza el pago al beneficiario. En caso de que haya sido el banco confirmador quien haya efectuado el pago, podrá entonces recobrar al banco emisor de conformidad con lo pactado. Debe tenerse claro que se trata de una relación interna entre estos bancos. En efecto, “dentro de esta cadena se crean vínculos de tipo interbancario los cuales pueden tener efectos jurídicos diferentes dependiendo de las relaciones entre los bancos”139.


Por último, luego de que el banco emisor haya pagado la carta de crédito, ya sea al confirmador o directamente al beneficiario, deberá el ordenante reembolsarlo de conformidad con lo pactado entre ellos.


Cabe mencionar que, por la complejidad de la operación, así como por razones metodológicas, en este apartado se trató de manera general el procedimiento, sin profundizar en sus matices y aspectos propios del crédito documentario. Respecto de las muy variadas vicisitudes que han de presentarse nos ocuparemos en el resto del documento.



RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE




Generalidades



Las operaciones de crédito documentario se encuentran sujetas a varias fuentes normativas que pueden desplazarse o complementarse entre ellas. Por una parte, el Código de Comercio colombiano regula el instrumento (arts. 1408 a 1415) con una serie de normas dispositivas e imperativas, dando espacio a las partes para regular sus propios intereses con fundamento en la autonomía privada que les es reconocida por el ordenamiento, claro está, sin llegar a desconocer el conjunto imperativo de normas que no son susceptibles de modificación o que pueden ser sujetas de un acuerdo en contra por las partes contratantes. Por otra parte, la práctica mercantil internacional ha dado lugar a una serie de normas que están recopiladas por la Cámara de Comercio Internacional de París, conocidas como las Reglas UCP 600.


Esta situación permite que, de conformidad con el artículo 3 de la Convención de Roma sobre ley aplicable a las obligaciones contractuales140 y el artículo 7 de la Convención Interamericana sobre Derecho Aplicable a los Contratos Internacionales141, las relaciones jurídicas que involucren cartas de créditos puedan ser gobernadas por más de una fuente de producción normativa, a elección de las partes contractuales. Bajo la práctica conocida como el dépeçage142, las partes tienen la posibilidad de determinar que las partes del contrato sean reguladas por cuerpos normativos distintos, en este caso, el Código de Comercio y las Reglas UCP 600.


Sin perjuicio en lo que posteriormente se ahonde, para las cartas de crédito contingente o stand-by, el ordenamiento jurídico internacional ha diseñado una serie de normas atendiendo sus particularidades frente al crédito documentario, labor por la cual han sido producto las Reglas ISP98 y la Convención de las Naciones Unidas sobre garantías independientes y cartas de crédito contingentes de 1995. Sobre estas dos fuentes normativas nos detendremos en el segundo capítulo a propósito de las cartas de crédito contingentes.



Normas del Código de Comercio



Como bien acaba de mencionarse, el Código de Comercio cuenta con un breve complejo de normas, unas imperativas y otras dispositivas143, que reglan en su conjunto las operaciones de crédito documentario y las cartas de crédito. Es decir, la alusión en el contrato a que este se regirá por las Reglas UCP 600 desplazará aquellas normas del Código de Comercio que permitieran a las partes su modificación o supresión, haciendo que su voluntad prevalezca sobre el texto legal. Por otra parte, hay normas del Código que no pueden ser desplazadas por las Reglas UCP 600, pues deben cumplirse incluso en contra de la voluntad de las partes. A continuación, realizaremos un análisis de cada grupo normativo.


Por un lado, las Reglas UCP 600 no podrán modificar ni desplazar los artículos 1408, 1409, 1412 y 1415 del Código de Comercio por ser normas imperativas de obligatorio y estricto cumplimiento. La primera de estas disposiciones contiene una definición del crédito documentario en el siguiente sentido:


Se entiende por crédito documentario el acuerdo mediante el cual, a petición y de conformidad con las instrucciones del cliente, el banco se compromete directamente o por intermedio de un banco corresponsal a pagar a un beneficiario hasta una suma determinada de dinero, o a pagar, aceptar o negociar letras de cambio giradas por el beneficiario, contra la presentación de los documentos estipulados y de conformidad con los términos y condiciones establecidos. (art. 1408 C.Co.)


Se trata de una norma imperativa e inderogable por voluntad de las partes por cuanto contiene los elementos esenciales del negocio jurídico. Ante la ausencia de cualquiera de ellos, nos encontraremos frente a otra figura negocial y no frente a un crédito documentario, pues no será posible recorrer a cabalidad su definición legal. Por tanto, habría una inexistencia del contrato por faltar alguno de sus elementos esenciales (art. 898 C.Co.). De igual manera, cabe precisar que ni las Reglas UCP 600 ni las ISP 98 definen el crédito documentario.


En segundo lugar, el artículo 1409 C.Co. establece cuál es el contenido mínimo que debe contener una carta de crédito, de la siguiente manera:


La carta de crédito deberá contener:


1) El nombre del banco emisor y del corresponsal, si lo hubiere;


2) El nombre del tomador u ordenante de la carta;


3) El nombre del beneficiario;


4) El máximo de la cantidad que debe entregarse, o por la cual puedan girarse letras de cambio a cargo del banco emisor o del banco acreditante;


5) El tiempo dentro del cual pueda hacerse uso del crédito, y


6) Los documentos y requisitos que deban presentarse o ser acreditados para la utilización del crédito (art. 1409 C.Co.).


Esta disposición establece un mínimo o piso obligatorio para las partes en la determinación del contenido de la carta de crédito, el cual no puede ser derogado o modificado por voluntad de las partes. Por tanto, cualquier estipulación en contrario o cualquier norma contemplada en las Reglas UCP 600 que le sea contraria adolecen de un vicio de nulidad absoluta por ir en contra de norma imperativa.


En tercer lugar, el artículo 1412 C.Co. se refiere a los términos de utilización de las cartas de crédito, revocables e irrevocables. Así, dispone que


en la carta de crédito irrevocable se expresará siempre el término dentro del cual puede ser utilizada. En la revocable su omisión hará entender que el plazo máximo de utilización será de seis meses, contados a partir de la fecha del aviso enviado al beneficiario por el banco ante el cual el crédito es utilizable.


Se trata de una norma imperativa por cuanto busca brindar seguridad jurídica a las partes y evitar que el término de utilización de la carta de crédito sea indefinido o se prolongue por un amplio periodo de tiempo que pueda afectar el tráfico normal del comercio. Por eso las partes no pueden derogarla o modificar su plazo máximo de utilización en el caso de las cartas revocables cuando no se pacte, para las irrevocables será imperativo siempre determinar el plazo de utilización.


En cuarto y último lugar, el artículo 1415 del Código de Comercio contempla el denominado principio de autonomía, en virtud del cual la carta de crédito es autónoma e independiente del negocio o relación subyacente, que la más de las veces será un contrato de compraventa.


En virtud de este principio, ni el banco emisor ni el banco corresponsal, en su caso, contraerán ninguna responsabilidad en cuanto a la forma, suficiencia, exactitud, autenticidad, falsificación o efecto legal de ningún documento concerniente a dicho contrato; ni en cuanto a la designación, cuantía, peso, calidad, condiciones, embalaje, entrega o valor de las mercaderías que representen los documentos; ni en lo referente a las condiciones generales o particulares estipuladas en la documentación, a la buena fe o a los actos del remitente o cargador, o de cualquier otra persona; ni en lo que atañe a la solvencia, reputación, entre otros, de los encargados del transporte o de los aseguradores de las mercaderías.


La disposición contempla una serie de reglas relativas a la responsabilidad del banco, que se derivan del funcionamiento ínsito de la operación, razón por la cual se trata de una norma de imperativo cumplimiento e inmodificable por voluntad de las partes. De modo contrario, se desnaturalizaría la razón de ser del papel del banco dentro de la figura, como posteriormente se verá.


Por otro lado, se encuentra el conjunto de normas que son dispositivas y que pueden ser desplazadas por cualquier previsión de las Reglas UCP 600 cuando las partes decidan acogerse a ellas.


En primer lugar, el Código de Comercio contempla unas normas encaminadas a regular la revocabilidad o irrevocabilidad. El artículo 1410 indica que el crédito documentario puede ser revocable o irrevocable, de ahí que se trate de una facultad de las partes determinar dicha calidad. En caso de que nada se indique, se entiende que será revocable, lo cual abre espacio a que las Reglas UCP 600 llenen el vacío indicando que es irrevocable. En caso de que se decida aplicar las Reglas UCP 600 el artículo 1411[144] carecerá de objeto, pues regula ciertos aspectos de la revocabilidad del crédito.


En segundo lugar, el Código regula en su artículo 1413[145] la posibilidad de transferencia de la carta de crédito como un elemento accidental del contrato, siendo el elemento natural la no transferibilidad. Es decir, se trata de una norma dispositiva que puede ser modificada por voluntad de las partes.


Finalmente, el artículo 1414 del C.Co.146 indica, como elemento natural del contrato, que la intervención de otro banco notificador no le impone por ese solo hecho las mismas obligaciones que le corresponden al intermediario, salvo que acepte confirmar el crédito. En este sentido, si en el contrato se indica que el banco que avisa la constitución del crédito acepta el encargo de confirmar el crédito, entonces se modifica el elemento natural por pacto expreso de las partes contractuales.



Las Reglas UCP 600



La Cámara de Comercio Internacional de París (CCI) se ha encargado de la recopilación de usos y prácticas comerciales en los mercados internacionales con el fin de promover la uniformidad en la regulación del comercio, lo cual ha dado como resultado la publicación de un conjunto de normas que gozan del profundo respeto de los comerciantes, como los Incoterms y, para el caso que nos ocupa, las Reglas y Usos Uniformes para Créditos Documentarios UCP 600. Su principal objetivo es facilitar el comercio internacional, lo cual no es ajeno a las Reglas UCP 600 de 2007, que persiguen la creación de un conjunto de reglas comunes a los países que brinden uniformidad a las prácticas relativas a las cartas de crédito147, evitando el uso de las muy prolíferas normatividades nacionales. En este caso, permiten que el beneficiario y el ordenante conozcan los criterios de evaluación que usará el banco al momento de la revisión de los documentos.


Este conjunto de normas es preparado y estudiado por una organización privada que propende por la autorregulación en el ámbito comercial. Esta calidad ha tenido una gran importancia en el impacto de las reglas en el ámbito internacional, así lo manifiesta Espinosa Pérez:


La Cámara de Comercio Internacional es una organización internacional no gubernamental, aunque realiza funciones que, en cierto modo, dadas sus repercusiones, podrían considerarse como públicas o al menos de interés general. Su origen privado ha facilitado en gran medida la aceptación de sus normas en todo el mundo y en cierto modo la Cámara constituye un regreso a los primeros orígenes del derecho mercantil, en los cuales el gremio tenía más importancia para sus miembros que los nexos de nacionalidad, por ese entonces prácticamente inexistentes.148
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